Rad: 66001-31-87-004-2016-00189-01
Accionante: Aracelly Asprilla Mosquera
Accionado: SENA
Decisión: Confirma 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 

14 de febrero de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma el amparo concedido

Radicación Nro. :
66001-31-87-004-2016-00189-01 
Accionante: 
ARACELLY ASPRILLA MOSQUERA
Accionado: 
SENA
 Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
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SALA DE DECISIÓN PENAL
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, catorce (14) de febrero de dos mil diecisiete (2017) 
Hora: 9:00 a.m.

Aprobado por Acta No. 0112
	Radicación:
	66001-31-87-004-2016-00189-01

	Accionante:
	Aracelly Asprilla Mosquera

	Accionado:
	SENA

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medias de Seguridad 

	Decisión:
	Confirma


ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Subdirector del Centro de Tecnologías Agroindustriales del Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA–, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el 19 de diciembre de 2016, mediante el cual tuteló el derecho fundamental de petición de la señora ARACELLY ASPRILLA MOSQUERA.

ANTECEDENTES

Manifestó la accionante que estuvo vinculada en la condición de aprendiz del SENA, en el programa de Atención Integral a la Primera Infancia correspondiente al período del 15 de diciembre  de 2013 al 15 de diciembre de 2014, y realizo las prácticas laborales en el Centro de Atención Integral a la Primera Infancia – CDI – Hermana Teresita, localizado en el Municipio de San José del Palmar, Departamento del Chocó, en convenio con el SENA de Cartago.

Además hizo énfasis en que terminó con su práctica, y cumplió con los requisitos exigidos por el SENA para la expedición del respectivo certificado de Aptitud Técnico, el cual hasta ahora no le ha sido entregado; debido a esto ha exigido en diversas oportunidades a través de Derechos de Petición su certificado, siendo presentada la última solicitud el día 16 de noviembre de 2016, por la cual decidió elevar la presente acción constitucional, pues a la fecha no ha recibido respuesta alguna frente a la misma.

En vista de lo anterior, solicitó que se ordene al SENA que de manera oportuna, y sin dilaciones, le den respuesta de fondo, clara y precisa al derecho de petición realizado el 16 de noviembre de 2016.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
1. Admisión. 

El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta Ciudad, admitió la acción constitucional el día 09 de diciembre de 2016, y ordenó la notificación y traslado al SENA, en la forma indicada en la ley.
2. Respuesta de la entidad accionada. 
El Subdirector del Centro de Tecnologías Agroindustriales del Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA–, en respuesta a los hechos planteados por la accionante, y con respecto al derecho de petición del cual trata el presente trámite, indicó que la petición  con fecha del 16 de noviembre de 2016, en ningún momento se radico por parte de la señora Aracelly en esa entidad, ni mucho menos fue enviada al correo electrónico institucional, razón por la cual no se dio respuesta, de igual forma hizo énfasis en haber dado respuesta a otras peticiones, en especial resaltó que el día 07 de septiembre de 2016 se recibió comunicación suscrita por la accionante, y coadyuvada por la Defensoría del Pueblo, radicada con número 1-2016-000821, similar a la del 16 de noviembre de 2016, a la cual se dio respuesta el día 08 de septiembre de 2016, enviada por correo certificado 472 a la dirección calle 66B Nª 27B – 102 Barrio Cuba, y al correo electrónico arace15@outlook.com, y con copia al Doctor Hincapié Pulgarín, la cual fue devuelta por dirección errada.

De acuerdo con lo anterior, y teniendo en cuenta que no hubo conocimiento del derecho de petición incoado por la señora Asprilla Mosquera, adjunto a su contestación, procedió a dar respuesta de fondo a la petición del 16 de noviembre de 2016, objeto de la presente acción constitucional.

3. Sentencia. 
Luego de realizarse el respectivo análisis fáctico planteado, el Juez de conocimiento decidió mediante sentencia del 19 de diciembre de 2016, tutelar el derecho fundamental de petición de la señora Aracelly Asprilla Mosquera, ello por cuanto a pesar de haber anexado respuesta a la petición de la accionante, no demostró que efectivamente se le hubiera notificado de la misma. Y como consecuencia de lo anterior, le ordenó al SENA que en el término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, diera respuesta completa y de fondo a la petición elevada por la señora Asprilla Mosquera.
4. Impugnación.
El día 26 de diciembre de 2016 el Subdirector del Centro de Tecnologías Agroindustriales del Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA–, presentó oficio por medio del cual impugnó la decisión de primera instancia.
Señaló que el Juzgado se funda en la petición elevada por la accionante y el Defensor del Pueblo el día 16 de noviembre de 2016, para manifestar la existencia de una vulneración al derecho fundamental de petición, lo cual no comparte, puesto que no fueron examinados los argumentos acerca de la inexistencia del derecho de petición presentado por la accionante, ya que éste nunca fue radicado en esa entidad, ni fue enviado al correo electrónico institucional o al del Subdirector de Centro, razón suficiente para no haber dado respuesta. Así mismo, resaltó que –como lo dijo en su respuesta inicial- una petición similar fue recibida allí el día 07 de septiembre, y a ésta se le dio respuesta mediante oficio del 08 de septiembre de 2016.
Por consiguiente, solicitó que se revoque la sentencia de primera instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de algún modo los derechos reclamados por la parte accionante de manera que deba confirmarse el fallo de primer grado, o si por el contrario, lo dicho por la encartada en su escrito de impugnación es suficiente para determinar que en la actualidad ya se encuentran superadas las causales que motivaron la interposición de la acción de tutela.
1. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
De igual forma, la Ley 1437 de 2011 estableció en su artículo 14 los términos con que cuentan las entidades para resolver peticiones, así: “Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.”
En ese orden, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.” 

“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder”. 

“k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

Del caso concreto:

De acuerdo con lo obrante en el expediente se logró establecer que la petición formulada por la parte accionante estaba encaminada a que a través de este mecanismo constitucional se ordenara al SENA pronunciarse de fondo frente a la solicitud que presentó el 16 de noviembre de 2016, con relación a la emisión de un certificado de Aptitud Técnico.
Con respecto a la solicitud, la entidad encartada manifestó que   no recibió tal solicitud por medio físico, ni virtual, sin embargo, ante el conocimiento de la presente acción constitucional procedió a dar respuesta a la misma; y aunque a la respuesta dada a la acción de tutela adjuntó copia de tal pronunciamiento, no anexó a ésta, ni a su impugnación, una certificación que permita evidenciar que la señora Aracelly ya fue notificada del contenido de tal documento. 
En esas condiciones, cabe hacer mención a los presupuestos de efectividad del derecho fundamental de petición que ha establecido la Corte Constitucional, donde ha indicado que “La efectividad y el respeto por el derecho de petición, se encuentran subordinados a que la autoridad requerida, o el particular según se trate, emitan una respuesta de fondo, clara, congruente, oportuna y con una notificación eficaz.”
, concretamente en lo que tiene que ver con esta última, ha señalado que necesariamente la persona que ha presentado una petición debe ser notificada de manera efectiva de su respuesta: 
“4.6. De este segundo momento, emerge para la administración un mandato explícito de notificación, que implica el agotamiento de los medios disponibles para informar al particular de su respuesta y lograr constancia de ello.

4.6.1. Sobre la obligación y el carácter de la notificación, debe precisarse en primer lugar, que esta debe ser efectiva, es decir, real y verdadera, y que cumpla el propósito de que la respuesta de la entidad sea conocida a plenitud por el solicitante. 

4.6.2. Esta característica esencial, implica además que la responsabilidad de la notificación se encuentra en cabeza de la administración, esto es, que el ente al cual se dirige el derecho de petición está en la obligación de velar porque la forma en que se surta aquella sea cierta y seria
, de tal manera que logre siempre una constancia de ello. 

La constancia que logre obtener la entidad de la notificación de su respuesta al peticionario, constituye la prueba sobre la comunicación real y efectiva que exige la jurisprudencia para perfeccionar el núcleo esencial del derecho de petición, desde luego, siempre que la respuesta se ajuste a las exigencias que líneas atrás fueron desarrolladas….

…4.6.4. A partir de esta reflexión, es claro que si la entidad está obligada a tener una constancia de la comunicación con el peticionario para probar la notificación efectiva de su respuesta, con mayor razón el juez constitucional, para evaluar el respeto al núcleo esencial de tal garantía debe verificar la existencia de dicha constancia y examinar que de allí se derive el conocimiento real del administrado sobre la respuesta dada.  (Negrillas por fuera del texto original.)
4.6.5. Como se anotó, la constancia no tiene que ser idéntica ni uniforme en todos los casos, pero a pesar de sus elementos diferenciadores, debe permanecer en ella la propiedad esencial que lleve al juez de tutela al convencimiento de que hubo notificación efectiva al interesado. Así, los soportes que generen una duda razonable en el juzgador constitucional, por su falta de aptitud, idoneidad o suficiencia probatoria, deben ser examinados con mayor rigor para determinar si se ajustan a la realidad y certeza de la notificación de la respuesta…” 

Teniendo en cuenta lo que viene de decirse, y como quiera que no hay constancia alguna que permita establecer si la señora Aracelly Asprilla Mosquera fue notificada de la respuesta emitida por el SENA, no le queda duda a la Sala que lo correcto en este caso será confirmar el fallo de primera instancia.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, el 19 de diciembre de 2016; de acuerdo a lo manifestado en precedencia. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-377 de 2000


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-249 de 2001.


� Sentencia T-149/13, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Por ejemplo, en la sentencia T-545/96, M.P. Antonio Barrera Carbonell , la Corte concedió la tutela al derecho de petición en virtud de que la respuesta acerca del reconocimiento del derecho de pensión de la accionante había sido enviada a una dirección diferente a la aportada por ésta. Consideró la Corte que no había existido efectiva notificación a la peticionaria.


� Sentencia T-149/13, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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